            

Honorable Cámara de Diputados

 de la Provincia de Buenos Aires



    Expte D-1517/04-05

PROYECTO DE LEY

                                El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

L  E  Y

Artículo 1° : El Estado provincial garantiza que los trabajadores activos o pasivos perciban sus haberes sujetos a la aplicación de los aportes y contribuciones, debiendo obligatoriamente devengar al financiamiento agentes y empleadores de acuerdo a porcentajes y modalidades prescriptas en la materia, y a esos efectos institúyese en  todo el territorio de la provincia de Buenos Aires un régimen de regularización y sinceramiento previsional para sus beneficiarios.

Artículo 2°  -AMBITO DE APLICACIÓN-: El régimen especial creado contempla la materia de bonificaciones y especialmente las no remunerativas para los trabajadores del Estado en todo el territorio de la provincia de Buenos Aires, comprendiendo al personal activo que desempeñe funciones en forma permanente o temporaria, prestando servicios remunerados y en relación de dependencia, ya sea en organismos de la administración central o descentralizados, y municipalidades.

Artículo 3°: Cabe consignar que asimismo docentes públicos y privados de cualquier nivel o rama de enseñanza, que desempeñen funciones en establecimientos reconocidos o autorizados por la Dirección de Cultura y Educación, y beneficiarios previsionales –pensionados y jubilados- de nuestra jurisdicción podrán adherir al presente régimen.   

Artículo 4°: Quedan  excluidos los trabajadores que integran otros regímenes especiales, o por prescripción  establecidos en la normativa de fondo.   

Artículo 5° -DERECHO-OBLIGACION-: Las bonificaciones o asignaciones no remunerativas que se otorguen y perciban por los  trabajadores a partir de la  vigencia de la presente, estarán sujetas a los aportes y contribuciones pertinentes sin excepción y según la modalidad de percepción de haberes y descuentos prescripta para cada actividad laboral.


Será obligación de los organismos empleadores en cada caso efectuar las retenciones correspondientes, y su incumplimiento constituirá falta grave a los efectos disciplinarios.       

Artículo 6°  -CONVENIO – PROCEDIMIENTO-: Los derechos y obligaciones establecidos en esta normativa tendrán vigencia a partir de la suscripción del convenio sobre el reintegro de los aportes y contribuciones previsionales no retenidos y adeudados, invitándose a adherir a los sujetos comprendidos en esta normativa quienes mediante dicho instrumento podrán regularizar su situación debiendo previamente renunciar a las acciones administrativas y/o judiciales en trámite.

 Artículo 7°: Cada jurisdicción u organismo deberá informar e integrar la documental con la información que surja de la regularización contemplada, y mensualmente comunicar la misma a la autoridad de aplicación.


En todos los casos se observará el procedimiento ritual general en materia administrativa municipal, requiriéndose los informes técnicos y contables exigidos por los organismos de contralor competentes. 
Artículo 8° -PLAZO-: El plazo para expedirse por la autoridad de aplicación para formalizar y autorizar los instrumentos será de treinta (30) días una vez recepcionado el requerimiento de cada organismo. 
Artículo 9° -AUTORIDAD DE APLICACIÓN-: Será autoridad de aplicación en la materia que regula el presente régimen el Instituto de Previsión Social o el que determine el Poder Ejecutivo para cumplimentar con los objetivos propuestos. 

Artículo 10° - INFORME- SEGUIMIENTO-: La autoridad de aplicación remitirá cada noventa (90) días informe sustanciado sobre la materia objeto de esta normativa a las Comisiones de Previsión y Seguridad Social y Trabajo de ambas Cámaras Legislativas.

Artículo 11° –INTERPRETACION-: Para la aplicación del régimen propuesto y a los efectos prácticos de proceder a determinar las remuneraciones pertinentes, denomínase:  a)Trabajadores activos: Los haberes que por todo concepto perciban los trabajadores, integrando al respecto las bonificaciones no remunerativas, devengarán obligatoriamente a partir de la promulgación de la presente, los aportes y contribuciones previsionales y a la seguridad social con los alcances y porcentajes prescriptos en la legislación de fondo.

b) Beneficiarios Previsionales: Los pensionados y/o jubilados reclamantes del incremento de sus actuales beneficios, por acreditar la percepción de una bonificación no remunerativa en los términos y plazos correspondientes, podrán cobrar sus haberes líquidos corrientes y convendrán que se les descuenten  de los mismos los aportes no retenidos y adeudados, de acuerdo con la nueva escala de haberes asignada y desde el momento de su efectiva acreditación y en ningún caso afectará la intangilidad de sus remuneraciones. En idéntica inteligencia a lo planteado el Estado, como órgano empleador deberá realizar –si correspondiera- las contribuciones pertinentes. 
Artículo 12° –PROHIBICION- :  En los casos previstos en el artículo precedente la autoridad de aplicación y/o el Poder Ejecutivo tendrán la obligación de exigir las contribuciones correspondientes al organismo empleador, retener los aportes al trabajador y/o beneficiario previsional, y excluyéndosele la facultad de conceder beneficios o exenciones de aportes a las bonificaciones vigentes, con la salvedad consignada en el segundo párrafo del art. 40 de Decreto-Ley 9650/80 (texto según ley 10.861 t.o. por decreto 600/94).

Artículo 13° –INCREMENTOS-: Los aumentos de haberes que se otorguen, ya sea sobre el salario básico y/o en cualquier bonificación –remunerativa o no- se efectuarán observando las retenciones de los aportes correspondientes al trabajador activo y/o beneficiario previsional según sea el caso, y realizar a través del empleador las contribuciones pertinentes.

Artículo 14°: Derogase toda normativa que se oponga a la presente.


Artículo 15°: Comuníquese al Poder Ejecutivo a sus efectos.
FUNDAMENTOS

La profunda crisis que padece el Instituto de Previsión Social, constituye una señal de alarma no solo por las erráticas administraciones que produjeron falencias de financiamiento extremas, sino por el futuro de un organismo encargado de administrar los aportes de los trabajadores activos y pasivos, y con la clara finalidad de otorgar los correspondientes beneficios que establece nuestro sistema de contribución solidario.

Perseguimos mediante este instrumento legal –imprescindible para dotar de seguridad jurídica a la relación laboral- que el Estado provincial garantice a los trabajadores activos y pasivos la percepción de sus haberes sujetos a la aplicación de los aportes y contribuciones,  y al respecto exigir obligatoriamente el financiamiento que corresponde a agentes y empleadores, observando en todos los casos los porcentajes y modalidades prescriptas en la materia.

En realidad bregamos por una nueva política salarial sobre bases más transparentes, sólidas y sanas de cara a los beneficiarios, y receptando cualquier conceptuación corresponde entender como salario toda contraprestación que responda a una causa de carácter laboral, y en donde el trabajador –uno de los sujetos de la relación- ha puesto su capacidad laboral a disposición del empleador –el otro sujeto o parte en la relación–.   

 
Nos preocupa también innumerables precedentes de planteos judiciales, que persiguiendo la regularización de los haberes del personal han encontrado eco favorable a los reclamos impetrados, y logicamente obliga al Estado a consignar debidamente las remuneraciones, cancelándolas correctamente y debiendo tomar distancias de practicas que atentan contra la sana registración laboral y la evasión de los aportes, siendo absurdo e intolerable que las conductas indebidas partan del “empleador obligado a observar una conducta ejemplar”: EL ESTADO.

Podríamos citar numerosos casos que fijan los antecedentes mencionados, que arribados a los estrados judiciales obligan a la regularización de los haberes de los trabajadores, y al solo efecto ejemplificativo podemos mencionar el planteo esgrimido por el Sr.   Ernesto Edgardo Blasetti, quien promueve acción contencioso administrativa en su calidad de empleado judicial como Inspector del Juzgado Notarial, por ante la Suprema Corte de Justicia provincial con la finalidad de que se anule el decreto 973 del 28-IV-95 del Gobernador de la Provincia de Buenos Aires que desestimó la impugnación del actor tendiente a que se deje sin efecto el decreto de alcance general nº 1286/92 por ilegal y arbitrario y denegó el pedido de inclusión en los términos del segundo de los actos cuestionados reconociéndose el derecho al pago del suplemento reconocido en el mismo. 

Aduna que más allá de la discrecionalidad que puede tener el Poder Ejecutivo en la fijación de pautas salariales, no es posible que bajo dichos principios se convaliden arbitrariedades Aduce que si bien el decreto lo denomina "suplemento mensual no remunerativo y no bonificable", el mismo debe ser considerado como parte integrante de la remuneración, pues la causa de su asignación es el trabajo que realizan quienes lo perciben. 

 
De las actuaciones administrativas surge que el actor ante el dictado por el Poder Ejecutivo provincial del decreto 1286, acto de alcance general que fijó un "suplemento mensual y no remunerativo para los magistrados y funcionarios del Poder Judicial mencionados en la planilla anexa", presentó un reclamo tendiente a impugnar el decreto en cuestión en tanto resultó excluido del beneficio por él establecido.

Por remuneración debe considerarse -según doctrina mayoritaria y reiterada de esta Suprema Corte de Justicia- "a los sueldos y asignaciones percibidas por todo concepto, incluidos los suplementos o bonificaciones adicionales que revistan el carácter de habituales y regulares y toda otra retribución, cualquiera fuera la denominación que se le dé, incluidas las no remunerativas, percibida por servicios ordinarios o extraordinarios prestados en relación de dependencia (doct. art. 36 del dec. ley 9650/80; doct. S.C.J.B.A. causas B. 49.908, "Aguerre", sent. 25-X-88; B. 53.031, "Pereira", sent. 11-II-92; B. 53.753, "Demaría Massey", sent. 2-XI-93; B. 53.942, "Napoleone", sent. 9-XI-93; B. 55.038, "Berstein", sent. 13-IX-94, "Acuerdos y Sentencias": t. 1994-III-701; B. 54.842, "González", sent. 19-XII-95, "Acuerdos y Sentencias": t. 1995-IV-789; B. 56.593, "Ferrer", sent. 16-XII-97; B. 55.649, "Klein", sent. 17-II-98, D.J.B.A. t. 154, p. 257; B. 54.035, "Palacios", sent. 24-III-98).

 
Tampoco surge del texto del decreto mencionado cuál ha sido el criterio rector de la discriminación pues, la diversidad de funciones -que el decreto cuestionado no explica ni fundamenta-, de ningún modo puede ser el criterio utilizado para la discriminación, ya que, la labor de los excluidos, si bien es diversa a la de otros funcionarios que integran el mencionado nivel, implica a veces mayores responsabilidades que la de sus pares (v. arts. 6 y 43, ley 9020). 

Por lo tanto, si las referidas pautas no han podido servir de base a la distinción, ella es, además de ilegítima como se expuso, arbitraria e irrazonable ya que, no obedecería más que al capricho de la autoridad, desde que situaciones jurídicas y de hecho que son idénticas han sido tratadas de diferente manera, negándose sin fundamento a unos lo que a otros se les otorga y, además, no se ha basado en ningún criterio lógico y jurídicamente aceptable.


Proponemos este régimen especial que contempla la materia de haberes o remuneraciones en su amplia acepción, obviamente conteniendo a las bonificaciones y especialmente las no remunerativas para los trabajadores del Estado en todo el territorio de la provincia de Buenos Aires, favoreciendo la regularización de situaciones anómalas y comprendiendo al personal activo que desempeñe funciones en forma permanente o temporaria, prestando servicios remunerados y en relación de dependencia, ya sea en organismos de la administración central o descentralizados, municipalidades, docentes públicos y privados de cualquier nivel o rama de enseñanza, que desempeñen funciones en establecimientos reconocidos o autorizados por la Dirección de Cultura y Educación, y beneficiarios previsionales –pensionados y jubilados- de nuestra jurisdicción podrán adherir al sistema de regularización propuesto.  


Resulta razonable que el Estado no desnaturalice el concepto de remuneración, implementando rubros que lo liberen de efectuar aportes y contribuciones, a través de conceptos insostenibles y poco claros como “adicionales no remunerativos, no bonificables”, y por ende incomprensible que la autoridad de aplicación no retenga los aportes previsionales de rigor, generando prácticas perversas que atentan contra el financiamiento del Instituto y el futuro de los trabajadores.


La razonabilidad exige a  los responsables administrar los fondos y respetar el marco normativo vigente, desterrando los conceptos o códigos no remunerativos que evaden la obligación de contribuir, y es por ello que otorgamos a la autoridad de aplicación en la materia este instrumento de sinceramiento y regularización para convenir con los actores de sus situaciones particulares y favorecer de esta forma al saneamiento del sistema.   

Se impone que el Instituto de Previsión Social termine con la anarquía y arbitrariedad de los organismos empleadores en nuestra jurisdicción en materia salarial, obligando a los responsables de las administraciones de pago a retener los importes correspondientes a los aportes previsionales, y eliminando los adicionales no remunerativos que se abonan actualmente con regularidad y habitualidad como parte de los salarios de los agentes estatales.

Y, de la doctrina de la Suprema Corte de Justicia se desprende que la arbitrariedad equivale a irrazonabilidad. La razonabilidad es principio o requisito que debe presidir todos los actos de los poderes públicos y ésta consiste en la exigencia de "fundamentación suficiente de la decisión que se adopte para justificar su dictado", especialmente cuando por ello se extingue una situación creada. El principio cobra especial vigor en materia de facultades discrecionales (doct. causas B. 48.119, "Larralde", sent. 11-XI-80, D.J.B.A., t. 120, p. 64; B. 48.157, "Bisiñano", sent. 10-II-81, D.J.B.A., t. 120, p. 223). Conviene recordar también la doctrina de nuestro superior Tribunal de Justicia en materia de interpretación de las leyes que dice: "la nueva redacción de una norma legal resulta relevante para resolver el caso desde que las modificaciones introducidas por el legislador a las normas vigentes pueden servir como elementos útiles para confirmar la corrección de determinado criterio interpretativo (doct. causas B. 53.008, "Caparelli", sent. 5-XI-91; B. 53.031, "Pereira", sent. 11-II-92; B. 54.179, "Vaccare", 24-VIII-93, D.J.B.A., t. 145, p. 255; B. 54.623, "Monod Nuñez", sent. 9-XI-93; B. 55.656, "Mograbi", sent. 8-VII-97, entre otras).

Los pensionados y/o jubilados reclamantes del incremento de sus actuales beneficios, por acreditar la percepción de una bonificación no remunerativa en los términos y plazos correspondientes, podrán cobrar sus haberes líquidos corrientes y convendrán que se les descuenten de los mismos los aportes no retenidos y adeudados, de acuerdo con la nueva escala de haberes asignada y desde el momento de su efectiva acreditación y en ningún caso afectará la intangilidad de sus remuneraciones.
Por último en todos los casos previstos en este régimen la autoridad de aplicación y/o el Poder Ejecutivo tendrán la obligación de realizar las contribuciones correspondientes al organismo empleador, realizar las retenciones al trabajador y/o beneficiario previsional, excluyéndosele la facultad de conceder beneficios o exenciones de aportes y contribuciones a las bonificaciones vigentes, con la salvedad consignada en el segundo párrafo del art. 40 de Decreto-Ley 9650/80 (texto según ley 10.861 t.o. por decreto 600/94).

Por las razones expuestas requerimos de los Sres Diputados la aprobación del presente proyecto de Ley.

_953458157.doc
�



�
















